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Resumen/Summarie 
[Palabras claves: derechos colectivos, derechos fundamentales 
colectivos, multiculturalismo, territorio, medio ambiente, plu-
ralismo]
Este artículo trata sobre el reconocimiento de derechos 
fundamentales colectivos en identidades étnicas. Para 
llegar a tal afirmación, se aparta de la construcción his-
tórica de los derechos humanos y fundamentales, la cual 
propugna, entre otras concepciones, por la universalidad 
y la individualidad de los mismos. En el artículo se re-
afirma el deber de reconocer otras formas de dignidad 
humana distintas a las de la cultura mayoritaria, con el 
fin de lograr un pluralismo material que respete y reco-
nozca la diferencia.
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Se reconoce que estas comunidades étnicas se desa-
rrollan plenamente como sujetos colectivos de derechos 
fundamentales por tener una procedencia histórica común 
y una identidad en sus condiciones sociales, políticas, cul-
turales, religiosas, económicas, etc. Así mismo se analiza 
cómo el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano 
y el derecho a adquirir y aprovechar el territorio que 
ocupan estas comunidades son derechos fundamentales 
colectivos y han sido reconocidos, expresamente, por el 
Convenio 169 de 1989 de la oit en el ámbito internacional, 
y por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en el 
ámbito nacional.
Towards recognition of fundamental collective 
rights in cultural identities
[Keywords: collective rights, fundamental collective rights, mul-
ticulturalism, territory, environment, pluralism]
This article deals with the recognition of fundamental 
collective rights in ethnic identities. In order to make 
this affirmation, the article gets aside from the historical 
construction of human and fundamental rights, which 
advocates, among other things, for their universality and 
individuality. It reaffirms the duty to recognize other 
forms of human dignity that are different from the major-
ity culture in order to achieve a material pluralism that 
will respect and acknowledge this difference.
The article recognizes that these ethnic communities fully 
develop as collective subjects of fundamental rights because 
they share historical origin and identity in terms of their 
social, political, cultural, religious and economic conditions. 
It analyzes the right to enjoy a healthy environment and 
the right to acquire and exploit the territory occupied by 
these communities as fundamental collective rights, that 
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have been expressly recognized by Covenant 169 of 1989 
of the ilo, in the international sphere; and by the decisions 
of the Constitutional Court in the national sphere.
I. Introducción
En Colombia viven 93 pueblos indígenas, que representan 
el 2% de la población total, distribuidos en 200 munici-
pios; así mismo el país posee una de las mayores pobla-
ciones africanas hispanohablantes de América, siendo 
las regiones con mayor concentración de comunidades 
negras la Costa Pacífica con un 80 a 90%, la Costa Caribe 
con un 60%, el sur del Valle, el norte y sur del Cauca con 
un 60%. Estas identidades étnicas reafirman día tras día 
la coexistencia de la cultura occidental con otros grupos 
culturales, y confirman los conceptos de diversidad y 
multiculturalismo dentro del territorio nacional2.
Sin embargo, aunque es evidente la pluralidad de cul-
turas no lo es el pluralismo con el cual se deben articular 
las distintas cosmovisiones. La diversidad no incluye per 
se una tolerancia activa3 entre las diversas identidades 
2. Cfr. Esther Sánchez Botero. La aplicación práctica de la política de reco-
nocimiento a la diversidad étnica y cultural, Bogotá, Ministerio de Salud, 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 2002, pp. 22 a 24. En los datos 
relacionados con las comunidades negras, cfr. Gonzalo Fichar, Rafael 
Guerrero y otros. Semilla democrática. Experiencias de democracia participa-
tiva en América Latina, 1.ª ed., Bogotá, cideal, 2002, p. 82; y Rudesindo 
Castro Hinestroza. “Etnia, cultura, territorio y conflicto armado en 
el Pacífico colombiano”, en Utopía para los excluidos: el multiculturalismo 
en África y América Latina, Bogotá, Universidad Nacional, Facultad de 
Ciencias Humanas, 2004, p. 375.
3. En este sentido, el autor Höffe Oftried señala: “Aquí se ha de diferenciar 
entre una forma más floja y pasiva de tolerancia –el mero soportar a la 
persona distinta– y otra más fuerte, activa y creativa: la apertura frente 
a las diferencias, incluso su libre reconocimiento”. Cfr. Höffe Oftried. 
Derecho intercultural, Barcelona, Edit. Gedisa, 2000, p. 137.
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culturales; para que surja tal tolerancia, es necesario 
que exista un reconocimiento del otro desde su propia 
concepción de dignidad humana y, a partir de ahí, pro-
bablemente se reconozcan sus propias instituciones.
Resulta utópico, por decir lo menos, partir de la idea 
de que todas las culturas tienen una misma concepción 
de dignidad humana y mucho más quimérico suponer 
que ella es manifestada y expresada en los términos oc-
cidentales de los derechos humanos.
Históricamente, la construcción occidental de los de-
rechos humanos y fundamentales propugna, entre otras 
concepciones, por la universalidad y la individualidad de 
los mismos. Esto es, que dicha perspectiva asume, por una 
parte, una concepción individual de naturaleza humana 
según la cual “la naturaleza humana es esencialmente 
diferente de y superior al resto de la realidad”4; y por otra, 
una concepción individualista por la cual los derechos 
humanos sólo son prerrogativas de los individuos y en 
consecuencia son los únicos titulares de estos derechos.
Al analizar la conciencia universal sobre los derechos 
humanos es importante señalar que la misma ha sido 
construida por y para Occidente y se ha convertido en un 
paradigma para los países miembros de la Organización 
de Naciones Unidas –onu–, y ha excluído de esta manera 
otras manifestaciones de dignidad humana propias de 
diversas identidades culturales, como las musulmanas 
en Oriente, o las ancestrales en África o América. De ahí 
que la característica de “universalidad” de los derechos 
humanos haya tomado una connotación particular ligada 
a una concepción de pensamiento.
4. Boaventura de Sousa Santos. “Hacia una concepción multicultural de 
los derechos humanos”, Revista El otro derecho, n.º 28, Bogotá, Edit. ilsa, 
2002, p. 67.
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De igual manera, la doctrina occidental mayoritaria 
acerca de los derechos humanos reconoce el carácter in-
dividual de los mismos, y establece que sólo las personas 
físicas y jurídicas pueden ser titulares de los mencionados 
derechos, con lo cual desconoce la existencia de dere-
chos humanos colectivos en minorías étnicas, como los 
de las comunidades indígenas o negras tradicionales5. 
Esta resistencia al reconocimiento de los mencionados 
derechos desestima, sin más, la realidad de la diversidad 
cultural existente y evidencia así otra forma de oposición 
a un diálogo multicultural que reconozca y comparta las 
diferencias de cada cosmovisión.
Es el momento de admitir que existen otros contenidos 
de dignidad humana que no se encuentran inmersos 
dentro de la concepción occidental de derechos huma-
nos y que los mismos deben custodiarse y protegerse a 
través del reconocimiento de derechos fundamentales 
de la colectividad, para así lograr la permanencia de la 
propia cultura. Tal reconocimiento en identidades cultu-
rales está legitimado desde el surgimiento de éstas como 
colectividades en las que la existencia de apegos6, valores 
y principios hace parte de la vida misma de la comunidad 
como un todo y donde su vulneración atenta contra la 
integridad y existencia de dichas comunidades.
5. Excepcionalmente, algunos doctrinantes de formación occidental han 
concebido como titulares de derechos fundamentales a las “colectividades 
no personalizadas”, “cuyos miembros están en consecuencia legitimados 
para actuar procesalmente en su defensa”. Francisco Rubio Llorente. 
Los derechos fundamentales. Evolución, fuentes y titulares en España. Claves 
de la razón práctica, n.º 75, Madrid, 1997, p. 10.
6. Apego, en el sentido expresado por el profesor Joseph Raz: “Apropiarse de 
las cosas valiosas, para así dotar a nuestras vidas de significado”. Joseph 
Raz. Valor, respeto y apego, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
Serie de Teoría Jurídica y Filosofía del Derecho, n.º 29, 2004, p. 25.
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El contemplar la esencia y existencia de los derechos 
colectivos fundamentales en minorías étnicas y cultura-
les permite identificarlas como sujetos colectivos, con 
el fin de reclamar y proteger sus derechos, a la vez que 
confirma una real articulación del diálogo intercultural 
al que nos hemos referido.
Éste es el caso de grupos étnicos ancestrales para los que 
su supervivencia implica, por sí misma, la existencia de 
derechos colectivos (de los cuales los mencionados grupos 
son titulares) y a los que nos referiremos con detenimiento 
más adelante. Sobre este particular, resulta importante 
señalar que no todos los grupos humanos por sí mismos 
cuentan con el reconocimiento de derechos colectivos 
fundamentales; es decir, no es ésta la condición para que 
sean reconocidos tales derechos. Es preciso advertir la 
diferencia que existe entre los derechos fundamentales 
de identidades culturales (como los de las comunidades 
indígenas) y los derechos colectivos de otros grupos de 
personas. En el primer caso los derechos fundamentales 
se predican de la comunidad por ser una cultura societal7 
que admite y reconoce su diferencia frente a otros grupos, 
de modo que es la comunidad en toda su dimensión un 
sujeto de derecho; y en el segundo caso, éstos se predican 
de sujetos individuales cuya sumatoria comparte unos 
mismos intereses difusos8.
7. Término establecido por Kymlicka para una “cultura que proporciona 
a sus miembros unas formas de vida significativas a través de todo el 
abanico de actividades humanas, incluyendo la vida social, educativa, 
religiosa, recreativa y económica, abarcando las esferas pública y privada. 
Estas culturas tienden a concentrarse territorialmente y se basan en una 
lengua compartida”. Estas culturas “no sólo comprenden memorias o 
valores compartidos, sino también instituciones y prácticas comunes”. 
Will Kymlicka. Ciudadanía multicultural. Una teoría liberal de los derechos 
de las minorías, Barcelona, Edit. Paidós, 2002, p. 112.
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II. Derechos colectivos en comunidades
culturales ancestrales
Cada una de las comunidades étnicas ancestrales que 
hacen parte de nuestro país cuenta con un conjunto de 
valores y principios construidos, por el hecho de perte-
necer a un todo como identidad. No obstante, existen 
otros elementos que legitiman este concepto, como el 
que esa conciencia de colectividad haya perdurado a 
lo largo de la historia y en muchos casos resistido a los 
distintos procesos de conquista, colonización y creación 
del Estado; así mismo, que haya conservado sus propias 
instituciones sociales, económicas, religiosas, lingüísticas, 
culturales y políticas, para conformar de esta manera su 
especial cosmovisión9.
8. En este sentido la Corte Constitucional, en Sentencia T-380 de 1993, M. 
P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, señaló: “Los derechos fundamentales 
de las comunidades indígenas no deben confundirse con los derechos 
colectivos de otros grupos humanos. La comunidad indígena es un 
sujeto colectivo y no una simple sumatoria de sujetos individuales que 
comparten los mismos derechos o intereses difusos o colectivos. En el 
primer evento es indiscutible la titularidad de los derechos fundamentales, 
mientras que en el segundo los afectados pueden proceder a la defensa 
de sus derechos o intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones 
populares correspondientes…”. Cfr. Esther Sánchez Botero. “Cinco 
cambios constitucionales base para configurar un Estado multicultural y 
pluriétnico. Seminario preparatorio”, en Cátedra de investigación científica, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2003, p. 156.
9. Por ejemplo, la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 
(conaie) entiende por derechos colectivos “el conjunto de principios 
norma, prácticas y procedimientos que regulan los derechos de las co-
munidades, pueblos y nacionalidades indígenas para su libre determina-
ción, reivindicados por éstos y reconocidos por el Estado; identificados 
y cohesionados entre sí, que tienen como característica fundamental el 
de ser pueblos asentados ancestralmente en una jurisdicción territorial 
geográfica determinada, que ejercen un sistema colectivo, social, econó-
mico, cultural, político, legal, religioso, idiomático”.
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Como lo señala el autor Boaventura de Sousa San-
tos10, en el caso de los grupos indígenas es importante 
resaltar su origen común, ya que éste es diferente al de 
otras minorías étnicas, con lo cual generan un efecto di-
símil frente a sus derechos. De esta manera, los derechos 
de las comunidades indígenas tienen una preexistencia 
legendaria o tradicional que hace que, para la conciencia 
colectiva, el ejercerlos o practicarlos no esté condicionado 
a un reconocimiento, por cuanto siempre han permane-
cido inmersos en su identidad, incluso desde antes de 
los procesos de conquista y colonización.
Al respecto, el autor Will Kymlicka11 considera que 
las comunidades indígenas, por sus características e iden-
tidades culturales, poseen una ciudadanía diferenciada y 
en virtud de la pertenencia a su cultura poseen derechos 
diferenciados de grupo, los cuales pueden ser tanto de 
sus miembros individualmente considerados como de la 
comunidad en general. En este último evento el principio 
de colectividad desempeña un papel primordial, pues 
permite que comunidades étnicas con una procedencia 
histórica común y con identidad en las condiciones socia-
les, políticas, culturales y económicas, etc., se desarrollen 
plenamente como sujetos colectivos de derechos, cuyos 
valores y principios se respeten, con el fin de que existan 
con su propia identidad. Así, es el pueblo indígena12 (y 
no sus miembros individualmente considerados) quien 
ejerce la titularidad del contenido de los mencionados 
10. Cfr. Boaventura de Sousa Santos. “El significado político y jurídico de 
la jurisdicción indígena”, en Boaventura de Sousa Santos y Mauricio 
García Villegas. El caleidoscopio de las justicias en Colombia, Bogotá, Siglo 
del Hombre Editores, 2001, p. 204.
11. Cfr. Kymlicka. Ob. cit. pp. 52 y ss.
12. En razón de la realidad que circunda a las comunidades indígenas, éstas 
fueron reconocidas internacionalmente como pueblos según el Convenio 
169 de la oit.
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derechos y de este modo puede reclamar la protección 
de los mismos.
Sobre el particular, el antropólogo y sociólogo Ro-
dolfo Stavenhagen Gruenbaum en el peritaje obrante 
en la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos del 31 de agosto de 2001, señaló:
En ciertos contextos históricos los derechos de la persona 
humana se garantizan y se pueden ejercer plenamente 
sólo si se reconocen los derechos de la colectividad y de 
la comunidad a la que pertenece esta persona desde su 
nacimiento y de la que forman parte y la cual le da los 
elementos necesarios para poder sentirse plenamente 
realizado como ser humano, que significa también ser 
social y cultural.
En este orden de ideas, el contenido del derecho colecti-
vo de los pueblos indígenas está relacionado con varios 
derechos inmersos y nutridos por la colectividad, entre 
ellos: el derecho a la supervivencia cultural, a la integri-
dad étnica, a definir su territorio, a la preservación de su 
hábitat natural, a la propiedad colectiva, a establecer y 
definir sus propias instituciones políticas, a administrar 
justicia, a determinar su propia religión, educación y 
desarrollo, etc.13.
No obstante la diversidad de derechos colectivos de 
los pueblos indígenas, el medio ambiente y su territorio 
13. Resulta de gran importancia destacar el artículo vi del Proyecto de Decla-
ración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la oea, por 
cuanto consagra expresamente el reconocimiento de los derechos colec-
tivos de estos grupos, entre los cuales cita los siguientes: “… el derecho 
de los pueblos indígenas a su actuar colectivo; a su organización social, 
política y económica; [a sus sistemas jurídicos] a sus propias culturas; a 
su profesar y practicar sus creencias espirituales […] a usar sus lenguas [y 
a administrar y controlar sus tierras, territorios y recursos naturales]”. 
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se convierten en los principales componentes de la con-
ciencia colectiva de los mencionados pueblos, razón por 
la cual merecen un detallado análisis.
III. El medio ambiente y el territorio:
derechos colectivos fundamentales 
de los pueblos indígenas
En principio, la noción occidental del contenido del medio 
ambiente resulta de la relación existente entre la naturaleza 
con la cultura que se asienta en ella. Esta noción desde 
tiempos inmemorables ha sido asumida con arraigo por 
las comunidades indígenas e incluye, lógicamente, al 
territorio como parte de su ecosistema.
De esta manera, el medio ambiente y el territorio en 
los pueblos indígenas son derechos esenciales para la 
existencia de su identidad colectiva ancestral, pues se 
trata de derechos transversales que afectan otros derechos 
y componentes de su conciencia colectiva. Así, es difícil 
pensar en una comunidad indígena que no posea un 
determinado hábitat y territorio en los cuales dinamice 
su propia cosmovisión14. Estos componentes son el eje 
principal de la existencia de la comunidad indígena por 
cuanto le permiten la preservación, desarrollo y fortale-
cimiento de sus instituciones en lo espiritual, cultural, 
político, social y económico, y le confiere identidad a sus 
tradiciones ancestrales.
El valor inmensurable de estos elementos en la existen-
cia de los pueblos indígenas está ligado a la tierra15 como 
14. En Colombia la población indígena está distribuida en 200 municipios y 
posee 25.000 hectáreas bajo la figura de resguardos. Cfr. Esther Sánchez 
Botero. La aplicación práctica de la política de reconocimiento a la diversidad 
étnica y cultural, Bogotá, Ministerio de Salud, Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, 2002, p. 24.
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instrumento agrícola, y de subsistencia para la caza y pes-
ca, como herramienta generadora de recursos naturales, 
como parte primordial del universo espiritual y sagrado 
donde se definen sus propias instituciones sociales y cul-
turales. Lo sacro del territorio se percibe por la existencia 
de cementerios o de zonas de importancia religiosa, ya sea 
por la naturaleza que las cubre o por la permanencia de 
sacerdotes o de espíritus que las rodean, etc., y es diferente 
dependiendo de las distintas cosmovisiones.
De igual modo, el hábitat o ecosistema de estas 
identidades étnicas está arraigado al subsuelo; de ahí 
que comunidades como la de los U’wa considere que 
la territorialidad incluya también la profundidad de la 
topografía en donde se asienta su cultura, “lo cual hace 
15. En este sentido es importante rescatar el peritaje del antropólogo y 
sociólogo Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum en sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos del 31 de agosto de 2001, en la que 
manifestó: “Un tema fundamental en la definición de los pueblos indígenas 
es la relación de éstos con la tierra. Todos los estudios antropológicos, 
etnográficos, toda la documentación que las propias poblaciones indígenas 
han presentado en los últimos años demuestran que la relación entre los 
pueblos indígenas y la tierra es un vínculo esencial que da y mantiene la 
identidad cultural de estos pueblos. Hay que entender la tierra no como 
un simple instrumento de producción agrícola, sino como una parte del 
espacio geográfico y social, simbólico y religioso, con el cual se vincula 
la historia y actual dinámica de estos pueblos”. Y continúa: “Entre los 
indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal de 
la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia 
de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad. 
Los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir 
libremente en sus propios territorios; la estrecha relación que los indíge-
nas mantienen con la tierra debe ser reconocida y comprendida como la 
base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su 
supervivencia económica. Para las comunidades indígenas la relación 
con la tierra no es meramente una cuestión de posesión y producción 
sino un elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, 
inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las genera-
ciones futuras”.
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perfectamente comprensible que surja la idea de que si se 
perfora la tierra y algo mana de ella se está desangrando 
a la diosa Tierra”16. Pero además es importante destacar 
que el territorio hace parte del medio ambiente que rodea 
a estas comunidades, por lo que no es posible escindir 
estos dos elementos, pues conforman el universo en el 
que se encuentra inmersa la identidad étnica.
Por las anteriores razones, resulta absolutamente válido 
lo sostenido por el Relator Especial sobre la situación de los 
Derechos Humanos y las libertades de los indígenas:
La destrucción de numerosas comunidades y pueblos 
indígenas implica también la destrucción de sus sitios 
sagrados y diversas expresiones de su patrimonio cultu-
ral, tan importante para la preservación de la identidad 
indígena17.
El autor Will Kymlicka18 reconoce y reafirma que el 
territorio en las comunidades indígenas es indispensable 
para su supervivencia, pues ésta depende de su protección; 
de ahí que dichas culturas hayan luchado durante siglos 
–y sigan haciéndolo– con el fin de mantener la propiedad 
de sus tierras y recursos naturales, en la búsqueda de la 
reivindicación de sus derechos para alcanzar un trato 
igualitario frente a la sociedad mayoritaria.
El derecho colectivo de propiedad que poseen los pue-
blos indígenas sobre su base territorial y el medio ambiente 
16. A propósito de la explotación de petróleo en la comunidad U’wa, cfr. 
Esther Sánchez Botero. Derechos propios, Bogotá, Procuraduría General 
de la Nación, 2004, p. 224.
17. Naciones Unidas. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas. Rodolfo Staven-
hagen (coord.), 10 de noviembre de 2004, p. 16.
18. Kymlicka. Ob. cit., p. 69.
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que los rodea ha sido logrado y merecido de conformidad 
con patrones tradicionales de uso y ocupación territorial 
ancestral, lo cual implica que este derecho colectivo existe 
aun sin actos del Estado que lo reconozcan19. 
Además del reconocimiento natural, existen instru-
mentos internacionales y nacionales que avalan y reite-
ran el contenido fundamental de los derechos al medio 
ambiente y a la tierra como derechos colectivos de estos 
grupos étnicos.
A. Reconocimiento internacional20
Un instrumento fundamental en el reconocimiento de 
los derechos colectivos de los pueblos indígenas, y más 
específicamente en destacar su estrecha vinculación con el 
territorio y el medio ambiente, es el Convenio 169 de 1989 
de la Organización Internacional del Trabajo21.
El Convenio 169, en su artículo 13, define el término 
territorio de los pueblos indígenas de la siguiente mane-
ra: “Lo que cubre la totalidad de hábitat de las regiones 
que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna 
manera”. Este concepto comprende, entonces, además 
de la tierra, los recursos naturales, animales, forestales 
19. Así lo señaló Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum: “La tierra, al vincularla 
con los seres humanos, es vista como un lugar espiritual […] Esa vincu-
lación del ser humano con el territorio no necesariamente está escrita, 
es algo que se vive en lo cotidiano”. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Sentencia del 31 de agosto de 2001.
20. Teniendo en cuenta que el Convenio 169 de la oit, sobre pueblos indígenas 
y tribales, es un instrumento internacional que reconoce los derechos de 
los pueblos indígenas y establece sus límites, se analizará su contenido 
en lo concerniente a territorio y medio ambiente.
21. El Convenio 169 de 1989 fue ratificado por Colombia a través de la Ley 
21 de 1991.
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e hídricos, e incluye de este modo, el medio ambiente 
dentro del concepto de territorio. Adicionalmente, este 
artículo consagra el deber que tienen los gobiernos de 
respetar el especial nexo que existe entre el pueblo indí-
gena y la tierra o territorio, teniendo en cuenta el rasgo 
colectivo:
1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, 
los gobiernos deberán respetar la importancia espacial 
que para las culturas y valores espirituales de los pueblos 
interesados reviste su relación con las tierras o territorios, 
o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de 
alguna manera, y en particular los aspectos colectivos 
de esa relación.
De la misma manera, el mencionado instrumento, en su 
artículo 14, n.º 1, consagra el reconocimiento que tienen 
los pueblos indígenas a gozar del derecho de propiedad 
y posesión sobre la tierra, limitando el mismo a las tierras 
que tradicionalmente han ocupado. Alli se añade que:
En los casos apropiados deberán tomarse medidas para 
salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a 
utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por 
ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso 
para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A 
este respecto, deberá prestarse particular atención a la 
situación de los pueblos nómadas y de los agricultores 
itinerantes.
Con relación a los pueblos indígenas, el artículo destaca 
que son los gobiernos los encargados de tomar las me-
didas que sean necesarias para determinar las tierras 
que los mismos ocupan tradicionalmente y garantizar 
la protección efectiva de sus derechos de propiedad y 
posesión. Del mismo modo, señala que es deber de los 
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Estados instituir procedimientos jurídicos adecuados 
para solucionar los problemas de tierras que surjan con 
los mencionados pueblos (art. 14, n.os 2-3).
Específicamente, este instrumento establece que el 
gobierno debe respetar la modalidad de transmisión de 
los derechos sobre la tierra entre los miembros de los 
pueblos, establecida por ellos mismos, y consultarlos 
siempre que se considere su capacidad de enajenar sus 
tierras o de transmitir de otra forma sus derechos fuera 
de su comunidad (art. 17, n.os 1-2).
En lo atinente a la protección de la tierra, el Convenio 
establece el deber de los gobiernos de prever sanciones 
apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las 
tierras de los pueblos indígenas o todo uso no autori-
zado de las mismas por personas ajenas a ellos (art. 18). 
Igualmente, establece responsabilidad a los gobiernos 
para que éstos impidan que personas extrañas se atri-
buyan la propiedad, la posesión o el uso de las tierras 
pertenecientes a ellos (art. 17, n.º 3).
El Convenio 169 reconoce y reafirma el vínculo exis-
tente entre la comunidad indígena y el medio ambiente que lo 
rodea: por una parte, este Convenio protege la explota-
ción de recursos naturales dentro del territorio indígena 
estableciendo normas que regulan su explotación; y por 
otra, da especial tratamiento al traslado de poblaciones 
indígenas en razón de la mencionada explotación.
En el primer caso, el Convenio, en su artículo 15, nu-
meral 2, consagra un procedimiento previo de consulta 
a los pueblos indígenas antes de que el Estado proceda a 
emprender o autorizar cualquier programa de prospec-
ción o explotación de los recursos existentes dentro de su 
base territorial. En el evento de que dichas comunidades 
autoricen la explotación de los mencionados recursos, 
deberán participar de los beneficios que reporten tales 
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actividades, e igualmente tendrán derecho a ser indem-
nizadas por cualquier daño que puedan sufrir como 
consecuencia de las mismas.
Para el segundo caso, el Convenio 169, en su artículo 
16, establece como principio general que las poblaciones 
indígenas no deberán ser trasladadas de las tierras que 
ocupan. Excepcionalmente, cuando sea necesario su 
traslado y reubicación, se tendrá en cuenta el siguiente 
procedimiento:
… sólo se deberán efectuar con su consentimiento, dado 
libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando 
no pueda obtenerse su consentimiento, el traslado y la 
reubicación sólo deberá tener lugar al término de proce-
dimientos adecuados establecidos por la legislación na-
cional, incluidos encuestas públicas, cuando haya lugar, 
en que los pueblos interesados tengan la posibilidad de 
estar efectivamente representados (art. 16, n.º 2).
Así mismo, el Convenio consagra el derecho que tienen 
los pueblos trasladados por la razón anterior, a regresar a 
sus tierras tradicionales en cuanto deje de existir la causa 
que motivó su salida y reubicación (art. 16, n.os 3-4). En el 
evento de que no sea posible el retorno, dichos pueblos 
deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya 
calidad y estatuto jurídico sean por lo menos iguales a las 
tierras que ocupaban y de las cuales fueron desplazados 
anteriormente. El Convenio también contempla la indem-
nización en dinero o en especie para los mencionados 
pueblos (art. 16, n.º 5).
De la exposición de los derechos anteriormente men-
cionados, resulta loable el reconocimiento en el ámbito 
internacional que realiza el Convenio 169 de la oit a los 
pueblos indígenas, a los que otorga un estatus de sujetos 
colectivos de derechos frente a la propiedad y posesión 
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de su territorio, y al disfrute, preservación y protección 
del medio ambiente, con lo cual se valora la estrecha re-
lación que mantienen estos pueblos con los mencionados 
componentes dentro de su universo.
Además del análisis establecido en el Convenio 169 de 
la oit, existen otros instrumentos internacionales que si 
bien aún no han llegado a constituirse como convenios o 
declaraciones, resultan de gran importancia por el con-
tenido de los derechos que protegen en las mencionadas 
comunidades:
– Proyecto de Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas. Con relación al territo-
rio y medio ambiente, este proyecto consagra, en líneas 
generales, los siguientes derechos: derecho a mantener 
y fortalecer su relación espiritual con su tierra, con los 
mares, aguas, etc. (art. 15); derecho a “poseer, desarrollar, 
controlar y utilizar sus tierras y territorios, comprendiendo 
el medio ambiente total de sus tierras, el aire, las aguas, 
los mares costeros, los hielos marinos, la flora y la fauna 
y los demás recursos que tradicionalmente han poseído, 
ocupado o utilizado de otra forma”(art. 26); derecho a 
la restitución de su tierra, territorios y recursos que tra-
dicionalmente han poseído, ocupado o utilizado y que 
ya no posean sin su consentimiento (art. 27); derecho a 
la conservación y protección de su medio ambiente total 
(art. 28), entre otros.
– Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas. Este proyecto consagra expresamente, 
en el artículo vi, los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas, señalando que éstos son “indispensables 
para su existencia, bienestar y desarrollo integral como 
pueblos” (n.º 1). El proyecto reconoce como colectivo el 
derecho a “administrar y controlar sus tierras, territorios 
y recursos naturales” y estipula la consulta como una 
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medida necesaria “para preservar, respetar y proteger 
sus sitios y objetos sagrados, incluidos sus lugares de 
sepultura, restos humanos y reliquias” (art. xv, n.º 3).
Como se señaló anteriormente, los proyectos en men-
ción  aún no se han convertido en instrumentos obliga-
torios para los Estados que los suscriban; sin embargo, 
son una muestra manifiesta del reconocimiento de los 
derechos colectivos para estas comunidades étnicas, por 
cuanto de ellos depende su subsistencia y desarrollo.
Ahora bien, aparte del proyecto de Declaración Ame-
ricana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas dentro 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, hasta 
la fecha no existe una convención sobre los derechos de 
las comunidades indígenas en la que se promulguen 
y protejan, entre otros, los derechos que como sujetos 
colectivos tienen al territorio y al medio ambiente. No 
obstante, tanto la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos –cidh– como la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos reconocen, respetan y protegen el derecho 
que poseen las comunidades indígenas a la propiedad 
colectiva sobre su base territorial, y al disfrute y conser-
vación del medio ambiente en el que permanecen.
En la demanda que la cidh presentó ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos22 contra el Estado 
de Nicaragua, porque éste no había demarcado las tierras 
comunales de la comunidad Mayagna Awas Tingni, ni 
había tomado medidas efectivas que aseguraran los dere-
chos de propiedad de esa comunidad frente a sus tierras 
y recursos naturales, así como tampoco había efectuado 
los procedimientos necesarios para el otorgamiento de 
22. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia del 31 de agosto 
de 2001.
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una concesión para la explotación de madera en las 
tierras de la comunidad, la Comisión alegó, entre otras 
razones, que el Estado de Nicaragua violó el artículo 21 
de la Convención Americana23 y señaló:
… d. Existe una norma de derecho internacional consue-
tudinario mediante la cual se afirman los derechos de 
los pueblos indígenas sobre sus tierras tradicionales […] 
f. La vida de los miembros de la comunidad depende 
fundamentalmente de la agricultura, la caza y la pesca 
que realizan en áreas cercanas a sus aldeas. La relación 
que la comunidad mantiene con sus tierras y recursos se 
encuentra protegida bajo otros derechos contemplados 
en la Convención Americana, tales como el derecho a 
la vida, honra y la dignidad, la libertad de conciencia y 
de religión, la libertad de asociación, la protección a la 
familia, y el derecho de circulación y residencia.
Dadas las características del presente caso, es menester 
hacer algunas precisiones respecto del concepto de 
propiedad en las comunidades indígenas. Entre los 
indígenas existe una tradición comunitaria sobre una 
forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el 
sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un 
individuo sino en el grupo y su comunidad. Los indíge-
nas por el hecho de su propia existencia tienen derecho 
a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha 
relación que los indígenas tienen con la tierra debe ser 
reconocida y comprendida como la base fundamental 
de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su su-
23. “1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar tal uso y goce al interés social. 2. Ninguna persona puede ser 
privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, 
por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según 
las formas establecidas por la ley. 3. Tanto la usura como cualquier otra 
explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley”.
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pervivencia económica. Para las comunidades indígenas 
la relación con la tierra no es meramente una cuestión 
de posesión y producción sino un elemento material y 
espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive 
para preservar su legado cultural y transmitirlo a las 
generaciones futuras (cursiva fuera del texto).
De este modo, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos concluyó, entre otras consideraciones, que el 
Estado de Nicaragua violó el derecho al uso y goce de 
los bienes de los miembros de la comunidad Mayagna 
Awas Tingni, toda vez que no efectuó la demarcación de 
la propiedad comunal y otorgó concesiones a terceros para 
la explotación de los recursos naturales ubicados en el 
área que puede llegar a corresponder total o parcialmente 
a los terrenos sobre los que debe recaer la delimitación, 
demarcación y titulación.
Esta decisión, si bien formal y expresamente no re-
conoce a la comunidad indígena Mayagna Awas Tingni 
como sujeto colectivo de derecho, en ningún momento 
desconoce el contenido material de los derechos que el 
territorio y el medio ambiente tienen para la comunidad y 
a los que nos hemos referido a lo largo de este escrito24. 
24. Si bien la Corte advierte en el numeral 5 de la decisión que la “senten-
cia constituye, per se, una forma de reparación para los miembros de la 
comunidad”(cursiva fuera del texto) –como sujetos individualmente 
considerados– en lo concerniente a la reparación del daño inmaterial 
(num. 6) decide “que el Estado debe invertir, por concepto de reparación 
del daño inmaterial, en el plazo de 12 meses, la suma total de US$ 50.000 
(cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) en obras o 
servicios de interés colectivo en beneficio de la Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni…” (cursiva fuera del texto), señalando que el destinatario y 
beneficiario de las obras o servicios de interés colectivo, en las que debe 
invertir el Estado, es la comunidad indígena, con lo cual reconoce, de 
este modo, que el sujeto perjudicado de la vulneración de los derechos 
es la colectividad.
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B. Reconocimiento nacional 
La Constitución de Colombia ha reconocido la plurietni-
cidad y la diversidad cultural de la nación al consagrar 
en el artículo 7.º que “el Estado reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. 
De este modo, la constitucionalización del principio de 
diversidad es la apertura hacia el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas.
Es así como la Carta Política establece, entre otros, el 
derecho que tienen estos grupos a la propiedad de sus 
tierras, y en consecuencia su base territorial es reconoci-
da como “resguardos” con lo cual éstos se constituyen 
propiedad colectiva y no enajenable25. La Constitución 
reconoce de esta manera la importancia que tienen estos 
territorios para que la comunidad étnica dinamice toda 
la estructura y el desarrollo de su propia cosmovisión. 
Así, y con el fin de lograr el mencionado propósito, la 
Constitución admite la necesidad de estos grupos étnicos 
de tener una autonomía política y es por ello que con-
sagra tal derecho en su artículo 330, n.os 1 y 5, al señalar 
como función de los gobernadores de los mencionados 
territorios el “velar por la aplicación de las normas legales 
sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios” y 
“velar por la preservación de los recursos naturales”.
Es innegable la protección que la Constitución ejerce 
frente al estrecho vínculo existente entre los indígenas, 
el territorio y el medio ambiente; en el parágrafo del 
artículo 330 se establece:
La explotación de los recursos naturales en los territorios 
indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, 
25. Inciso 2.º artículo 329 C. P.
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social y económica de las comunidades indígenas. En las 
decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, 
el gobierno propiciará la participación de los represen-
tantes de las respectivas comunidades.
De esta manera, se incluye constitucionalmente el dere-
cho a que los pueblos indígenas sean consultados sobre 
decisiones que el Gobierno Nacional adopte frente a la 
explotación de recursos naturales en su territorio, con el 
fin de proteger su base territorial, con lo cual permite que 
sus miembros posean, desarrollen, dirijan y disfruten tanto 
la tierra como el medio ambiente que los circundan.
En consecuencia, es claro que la Constitución colom-
biana reconoce la importancia que para las comunida-
des indígenas tiene el territorio y en general su hábitat; 
incluso acoge lo preceptuado en el Convenio 169 de la 
oit al consagrar abiertamente la consulta a estos pueblos 
como un instrumento protector de su identidad cultural 
y más específicamente de su entorno. Si bien el Conve-
nio no señala expresamente que los mismos son sujetos 
colectivos de derecho para ese particular, no desconoce 
la fundamentalidad y la necesidad de protección de los 
mencionados derechos.
Esta consagración constitucional de derechos propia de 
los grupos indígenas ha sido desarrollada a través de la 
legislación nacional, razón por la cual resulta pertinente 
relacionar a continuación las leyes que se consideran 
más relevantes frente al territorio y al medio ambiente 
de estos grupos.
Así, la Ley 160 de 1994, denominada “Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino”, en términos generales 
regula la constitución, reestructuración, ampliación y 
saneamiento de los resguardos para las comunidades 
indígenas, con el fin de dotarlas de “superficies indis-
113
pensables que faciliten su adecuado asentamiento y 
desarrollo” al mismo tiempo que promueve el cumpli-
miento de la función social y ecológica de la propiedad 
por parte de las mencionadas comunidades conforme a 
sus usos y costumbres26.
De igual manera, resulta procedente en el ámbito le-
gal frente al tema en estudio lo consagrado en la Ley 99 
de 1993, a través de la cual se crea el Consejo Nacional 
Ambiental, en el cual, entre las autoridades nacionales 
que lo conforman, expresamente se encuentra un re-
presentante de las comunidades indígenas, con el fin 
de que éste participe en la coordinación de las políticas 
públicas, planes y programas en las materias ambiental 
y de recursos naturales renovables. Del mismo modo, 
la mencionada ley en su artículo 31, numerales 21 y 27, 
señala, respectivamente, que las corporaciones autónomas 
regionales realizarán en coordinación con las autoridades 
indígenas “programas y proyectos de desarrollo sostenible 
y de manejo, aprovechamiento, uso y conservación de los 
recursos naturales renovables y del medio ambiente”; y 
promoverán y ejecutarán programas de abastecimiento 
de agua para las citadas comunidades. Igualmente, en 
26. Al respecto, resulta pertinente mencionar lo señalado por la profesora 
Esther Sánchez al referirse al tráfico de maderas en los pueblos Tikuna, 
Cocama y Yagua del Trapecio Amazónico: “Mientras la Ley 160, sobre 
reforma agraria, exige el cumplimiento de la función ecológica de la 
propiedad como requisito previo para constituir resguardo, cuando los 
indígenas tratan de ordenar su territorio para poner en práctica este deber, 
se interponen trabas burocráticas por otras personas –madereros y políti-
cos– con intereses creados sobre el territorio, desviando la atención sobre 
el verdadero carácter del problema, pretendiendo convertir un asunto de 
protección de los recursos naturales y los derechos de las comunidades 
en un problema de convivencia y de orden público…” Esther Sánchez 
Botero. Derechos propios. Ejercicio legal de la jurisdicción especial indígena 
en Colombia, Bogotá, Procuraduría General de la Nación, 2004, p. 217.
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el artículo 76 se protege la integridad cultural, social y 
económica de las comunidades indígenas en el evento de 
una explotación de sus recursos naturales, y la norma es 
imperativa en el sentido de que “las decisiones sobre la 
materia se tomarán, previa consulta a los representantes 
de tales comunidades”. Frente a esta normatividad, es 
claro que el Legislador es consciente de que si no se tiene 
en cuenta a las comunidades indígenas con relación a una 
eventual explotación de sus recursos naturales en su terri-
torio, se afecta la identidad cultural de dicha comunidad, 
es decir, la supervivencia de la misma, confirmando lo 
sostenido en el Convenio 169 de la oit.
De otra parte, la Ley 70 de 1993 consagra en su artículo 
6.º que las adjudicaciones colectivas que el Estado realice 
con base en la presente norma no comprenden “las tierras 
de los resguardos indígenas legalmente constituidas”. 
Dicho de otra manera, lo estipulado en la ley confirma 
el concepto de que “un resguardo no es una entidad 
territorial sino una forma de propiedad colectiva de la 
tierra”27.
En síntesis, de las normas citadas se puede concluir el 
reconocimiento formal de los derechos del territorio y del 
medio ambiente. Todas estas leyes de una u otra manera 
reafirman la esencia, el contenido y la importancia que uno 
y otro poseen para los grupos indígenas, aunque ninguna 
consagra expresamente a la comunidad como sujeto de 
derechos, ni al territorio o al medio ambiente como de-
rechos fundamentales colectivos. Por lo tanto, se puede 
afirmar que si bien la consagración de esta normatividad 
denota que al legislador no le es indiferente la protección 
27. Corte Constitucional. Sentencia T-405 del 23 de noviembre de 1993, M. 
P.: Hernando Herrera Vergara.
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de estos derechos, no es evidente que tal reconocimiento 
sea material; por el contrario su aplicación en muchos casos 
resulta tenue, intangible e impalpable, desdibujando así 
el sustrato de una auténtica articulación de cosmovisiones 
que reconozca un verdadero pluralismo.
En aras de la construcción de un “pluralismo jurídico 
formal igualitario”28, resulta plausible el reconocimiento 
que en sus decisiones ha realizado la Corte Constitucional, 
al admitir que las comunidades indígenas son sujetos 
de derecho dentro del ámbito jurídico. Con total acierto 
la Corte, en sentencia T-380 de 1993, M. P.: Eduardo 
Cifuentes Muñoz29, señaló:
28. Concepto de André Hoekema para considerar el caso en el cual “el de-
recho oficial no se reserva la facultad de determinar unilateralmente la 
legitimidad y el ámbito de los demás sistemas de derecho reconocidos. 
El derecho oficial, en esta perspectiva del pluralismo jurídico, reconoce 
además la validez de normas de los diversos sistemas de derecho, y su 
fuente en una comunidad especial que como tal conforma una parte 
diferenciada pero constitutiva de la sociedad entera y, por tanto, tiene 
capacidad para que su derecho sea reconocido como parte integral del 
orden nacional”. André J. Hoekema. “Hacia un pluralismo formal de 
tipo igualitario”, en Pluralismo jurídico y alternatividad judicial, Bogotá, 
Edit. ilsa, 2002, p. 71.
29. En el mismo sentido, la Corte Constitucional, en Sentencia C-104 del 15 de 
marzo de 1995, M. P.: Hernando Herrera Vergara, señaló: “Los derechos 
fundamentales de las comunidades indígenas no deben confundirse con 
los derechos colectivos de otros grupos humanos. La comunidad indígena es 
un sujeto colectivo y no simple sumatoria de sujetos individuales que comparten 
los mismos derechos o intereses difusos o colectivos (art. 88 C. P.). En el primer 
evento es indiscutible la titularidad de los derechos fundamentales, mien-
tras que en el segundo los afectados pueden proceder a la defensa de sus 
derechos o intereses colectivos mediante el ejercicio de acciones populares 
correspondientes […] La comunidad indígena ha dejado de ser solamente una 
realidad fáctica y legal para pasar a ser sujeto de derechos fundamentales. En 
su caso, los intereses dignos de tutela constitucional y amparables bajo 
la forma de derechos fundamentales, no se reduce a los predicables de 
sus miembros individualmente considerados, sino que también logran 
radicarse en la comunidad misma que como tal aparece dotada de singu-
laridad propia, la que justamente es el presupuesto del reconocimiento 
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La protección que la Carta extiende a la anotada diver-
sidad se deriva de la aceptación de formas diferentes de 
vida social cuyas manifestaciones y permanente repro-
ducción cultural son imputables a estas comunidades como 
sujetos colectivos autónomos y no como simples agregados de 
sus miembros que, precisamente, se realizan a través del 
grupo y asimilan como suya la unidad de sentido que 
surge de las distintas vivencias comunitarias. La defensa 
de la diversidad no puede quedar librada a una actitud 
paternalista o reducirse a ser mediada por conducto de 
los miembros de la comunidad, cuando ésta como tal 
puede verse directamente menoscabada en su esfera de 
intereses vitales y, debe, por ello, asumir con vigor su 
propia reivindicación y exhibir como detrimentos suyos 
los perjuicios o amenazas que tengan la virtualidad de 
extinguirla. En este orden de ideas, no puede en verdad 
hablarse de protección de la diversidad étnica y cultu-
ral y de su reconocimiento, si no se otorga, en el plano 
constitucional, personería sustantiva a las diferentes 
comunidades indígenas, que es lo único que les confie-
re estatus para gozar de los derechos fundamentales y 
exigir, por sí mismas, su protección cada vez que ellos 
les sean conculcados (cursiva fuera del texto).
Es pertinente señalar frente a la jurisprudencia en men-
ción que el reconocimiento de los grupos indígenas como 
sujetos de derecho no se fundamenta únicamente en su 
carácter de grupo humano. Aunque tal calidad no se 
desconoce, las consideraciones van más allá puesto que 
se trata de un grupo de personas con un origen común, 
integridad étnica y cultural, e identidad en sus institu-
ciones políticas, sociales, culturales y económicas, y que 
expreso que la Constitución hace a la diversidad étnica y cultural de la 
nación colombiana” (cursiva fuera del texto). En igual sentido, Sentencia 
SU-039 de 1997, M. P.: Antonio Barrera Carbonell.
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por lo tanto poseen derechos colectivos fundamentales 
para su permanencia dentro de una cultura mayoritaria 
y dominante. Éstas son razones suficientes para que no 
se desconozca la fundamentalidad de derechos como 
el territorio y el medio ambiente, así su reconocimiento 
parezca una herejía para la dogmática de los derechos 
fundamentales. No se puede ni se debe desconocer tal 
sustrato, más aun si se parte de la existencia de un Esta-
do social y democrático de derecho que propugna por 
el pluralismo y la diversidad cultural, y es por ello que 
deben existir mecanismos jurídicos que dinamicen el 
reconocimiento de estos derechos.
Ahora bien, con relación a la base territorial de las 
comunidades indígenas, la Corte Constitucional30 ha 
manifestado:
Por su parte, el derecho de propiedad colectiva ejercido sobre 
los territorios indígenas reviste una esencial importancia para 
las culturas y valores espirituales de los pueblos aborígenes. 
Esta circunstancia está reconocida en numerosos con-
venios internacionales aprobados por el Congreso de 
la República, como la Ley 21 de 1991 aprobatoria del 
Convenio 169 sobre pueblos indígenas, aprobado en 1989 
por la Conferencia General de la oit, donde se resalta la 
especial relación de las comunidades indígenas con los 
territorios que ocupan, no sólo por ser éstos su principal 
medio de subsistencia sino además porque constituyen 
un elemento integrante de su religiosidad.
[…]
30. Corte Constitucional. Sentencia T-405 del 23 de septiembre de 1993, M. P.: 
Hernando Herrera Vergara; en el mismo sentido, Corte Constitucio-
nal. Sentencia T-118 del 12 de mayo de 1993, M. P.: Eduardo Cifuentes 
Muñoz.
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Un resguardo no es una entidad territorial sino una forma 
de propiedad colectiva (cursivas fuera del texto).
Acertadamente, la H. Corte Constitucional confirma 
la fundamentalidad que tiene el territorio para la sub-
sistencia de la comunidad indígena pues no solamente 
de él se extraen los alimentos para el abastecimiento y 
alimentación de los miembros del grupo, sino además 
porque es un componente necesario para desplegar la 
religiosidad y mantener la cohesión y permanencia de 
sus instituciones y en general la identidad del grupo.
De la misma manera que el territorio, el medio ambiente 
será siempre fundamental para estas comunidades y, a 
diferencia de otros grupos humanos que comparten este 
mismo interés, en los grupos indígenas su protección y 
conservación fortalecen la consolidación étnica, cultural, 
religiosa, social y económica. Así también lo ha reconocido 
la Corte31 en sus fallos, a propósito de la explotación de 
recursos naturales en dichos territorios:
La explotación de recursos naturales en territorios indí-
genas plantea un problema constitucional que involucra 
la integridad étnica, cultural, social y económica de las comu-
nidades indígenas que sobre ellos se asientan. Consciente 
de esa situación, el Constituyente no sólo prohijó el 
criterio de desarrollo económico sostenible, sino que 
condicionó la explotación de los recursos naturales en los 
territorios indígenas a que ésta se realice sin desmedro de la 
integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas (cursiva fuera del texto).
31. Al respecto, Corte Constitucional. Sentencia T-380 del 13 de septiembre 
de 1993, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz; en igual sentido, Sentencia 
SU-039 de 1997, M. P.: Antonio Barrera Carbonell.
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Es clara la jurisprudencia al señalar que en los casos de 
explotación de recursos naturales por parte del Estado, 
bien sea directamente o a través de empresas privadas 
nacionales o internacionales, se debe preservar la inte-
gridad étnica y ésta es una condición necesaria para la 
subsistencia de la comunidad indígena. También la Corte 
Constitucional ha manifestado que en los casos de explo-
tación de recursos, la participación de la comunidad es 
un derecho fundamental. Así lo señaló la Corte32:
La participación de las comunidades indígenas en las 
decisiones que pueden afectarlas en relación con la explo-
tación de recursos naturales ofrece como particularidad 
el hecho o la circunstancia observada en el sentido de 
que la referida participación, a través del mecanismo de la con-
sulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues 
se erige en un instrumento que es básico para preservar 
la integridad étnica, social, económica y cultural de las 
comunidades y para asegurar, por ende, su subsistencia 
como grupo social (cursiva fuera del texto).
La jurisprudencia reconoce de este modo lo consagrado en 
el Convenio 169 de la oit, con relación a la consulta que 
se debe efectuar a las comunidades étnicas en los eventos 
de explotación de sus recursos naturales. Sin embargo, 
pese a tal reconocimiento, la consulta como derecho fun-
damental sigue siendo quebrantada en nuestro país. Así 
lo manifestó el Relator Especial de la Naciones Unidas, 
Rodolfo Stavenhagen, al señalar sobre la situación de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
los indígenas:
32. Corte Constitucional. Sentencia SU-039 de 1997, M. P.: Antonio Barrera 
Carbonell.
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La necesidad de la consulta previa e informada con 
las comunidades de acuerdo con lo establecido en el 
Convenio 169 de la oit se revela como una de las cues-
tiones de mayor preocupación en materia de derechos 
humanos. Las comunidades alegan que el mecanismo 
no está funcionando de igual forma en todo el territorio 
nacional33.
En síntesis, la Corte Constitucional ha reconocido que el 
medio ambiente y el territorio son derechos fundamenta-
les de grupo en las comunidades indígenas y como tales 
deben ser protegidos a través de la acción de tutela incoada 
por y para la comunidad como un sujeto de derecho.
Conclusiones
– De las consideraciones anteriormente expuestas se 
deduce que, en aras de la construcción de un pluralismo 
activo e igualitario que no sólo respete al otro sino que 
lo reconozca, es necesario partir de concepciones de dig-
nidad humana diferentes de las que está acostumbrada 
la sociedad mayoritaria: sólo de esta manera se podrán 
edificar conceptos jurídicos formales que reflejen la rea-
lidad que afrontan las identidades étnicas.
– La Constitución y las leyes vigentes en Colombia que 
regulan el territorio y en general el hábitat de los pueblos 
indígenas reconocen la fundamentalidad de estos dos 
elementos para la supervivencia de esos pueblos dentro 
de una cultura occidental mayoritaria y preponderante. 
Sin embargo, tal reconocimiento no llega a establecer que 
sean sujetos colectivos de derechos.
33 Naciones Unidas. Informe…, cit., p. 15.
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– El territorio y el medio ambiente, como derechos 
fundamentales colectivos, merecen protección a través de 
la acción de tutela en la que el titular sea la comunidad 
indígena como sujeto de derechos y no sus miembros 
individualmente considerados. Ya se analizó en su mo-
mento que en este caso no se trata de un grupo de per-
sonas que comparten intereses difusos o colectivos, sino 
que, como se ha sostenido a lo largo de este escrito, los 
grupos indígenas son sujetos colectivos de derechos cuya 
vida depende de la tenencia, conservación y protección 
de dichos derechos.
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